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Normas especiales aplicables 
a las operaciones de los establecimientos de crédito 

 
CAPÍTULO I 

 
Disposiciones Especiales Relativas a las Operaciones Autorizadas 

 
Artículo 118. OPERACIONES ESPECIALES  
 
1. Operaciones fiduciarias autorizadas. A partir de la vigencia de la Ley 45 de 1990, 
los establecimientos de crédito no podrán prestar servicios fiduciarios, salvo tratándose 
de operaciones de recaudo y transferencia de fondos que sean complementarias o 
vinculadas a sus actividades o cuando obren como agentes de transferencia y registro 
de valores o como depositarios. En ningún caso, la actuación como depositario en 
desarrollo del presente numeral podrá implicar la recepción de moneda corriente, 
divisas o de cheques, giros y letras de cambio u otros documentos análogos para su 
cobro. 
 
No se aplicará lo dispuesto en este numeral a las instituciones financieras de creación 
legal, cuya finalidad primordial sea la financiación de proyectos o programas de 
inversión del sector energético, o la promoción del desarrollo regional y urbano 
actuando como entidades de redescuento, o la financiación a través de redescuento de 
actividades de producción o comercialización del sector agropecuario, o la ejecución 
directa de las normas y políticas monetarias, cambiarias y crediticias, desempeñando 
facultades de naturaleza única o diferentes de las que las leyes y reglamentos confieren 
a las demás instituciones financieras. 
 
Parágrafo. Sin perjuicio de lo dispuesto en el presente numeral, los establecimientos de 
crédito conservarán plena capacidad para ejecutar hasta su culminación los contratos 
de fiducia de administración o disposición, celebrados con anterioridad a la vigencia 
de la ley en mención, cuya finalidad sea la de garantizar o pagar pasivos. Para el efecto, 
el establecimiento de crédito podrá ejercer las mismas facultades y estará sometido a 
las mismas obligaciones previstas en la ley y en el contrato. 
 
2. Nuevas operaciones financieras. Las operaciones y servicios financieros nuevos que 
no versen sobre actividades propias de entidades vigiladas por la Superintendencia de 
Valores podrán prestarse por los establecimientos de crédito, previa autorización de su 
junta directiva. En todo caso, los establecimientos deberán informar a la 
Superintendencia Bancaria las características de la operación o servicio con una 
antelación no menor de quince (15) días a la fecha en que vayan a iniciar su prestación. 
Una vez recibida esta información, la Superintendencia Bancaria suministrará copia de 
la misma a la Junta Directiva del Banco de la República cuando ésta lo solicite. Dicha 
Superintendencia podrá ordenar la suspensión de las mencionadas operaciones de 
oficio o a petición de la Junta Directiva del Banco de la República, cuando impliquen 
desviaciones al marco propio de las actividades de tales instituciones o por razones de 
política monetaria o crediticia. 
 



Ley 510/99 
Art. 118. Cuando una entidad financiera adquiera de otra, cartera de crédito, contratos de 
leasing o de arrendamiento financiero, puede contratar con el vendedor el recaudo, la 
cobranza y la transferencia de los pagos correspondientes y, en general, la gestión de 
dicha cartera o contrato. En consecuencia, en adelante, los establecimientos de crédito 
podrán administrar la cartera de crédito y los contratos que hayan enajenado. 
 
Ley 546/99 
Art. 9°. Bonos hipotecarios. Se autoriza a los establecimientos de crédito la emisión de 
bonos hipotecarios denominados en UVR, los cuales se enmarcarán dentro de los 
siguientes lineamientos: 
 
1. Serán títulos valores de contenido crediticio. 
 
2. Serán emitidos por los establecimientos de crédito y tendrán como finalidad exclusiva 
cumplir los contratos de crédito para la construcción de vivienda y para su financiación a 
largo plazo. 
 
3. Los créditos que obtengan financiación mediante la emisión de bonos hipotecarios 
deberán estar garantizados con hipotecas de primer grado, que no podrán garantizar 
ninguna otra obligación.  
 
4. Los créditos que hayan sido financiados con bonos hipotecarios no podrán ser vendidos, 
ni cedidos o transferidos de ninguna manera, ni sometidos a ningún gravamen, ni 
utilizados como garantías por el emisor de los respectivos bonos, con excepción de lo 
señalado en el artículo siguiente. 
 
Con todo, el establecimiento de crédito emisor podrá convenir con otro establecimiento de 
crédito que éste asuma la obligación de pagar los bonos, para lo cual cederá la 
correspondiente cartera hipotecaria, de conformidad con las normas que al respecto 
expida el Gobierno Nacional, siempre que dichas operaciones cuenten con la autorización 
de la Superintendencia Bancaria, previo concepto favorable del Consejo Asesor y el 
consentimiento de la Asamblea de los tenedores de bonos. 
 
5. El emisor, o quien haya asumido la obligación de pagar los bonos, será responsable por 
la administración y gestión de los activos que se financien mediante los mismos, ante los 
tenedores de dichos bonos. Para el efecto, deberá suscribir un contrato de administración. 
 
6. La Superintendencia Bancaria establecerá obligaciones de revelación contable que 
garanticen el adecuado conocimiento del público sobre el valor de aquella parte de los 
activos que, no obstante figurar en el balance de los establecimientos de crédito, no 
forman parte de la prenda general de los acreedores de los mismos, en caso de liquidación 
de la entidad emisora, de acuerdo con lo establecido en el artículo siguiente. 
 
7. La Superintendencia de Valores señalará los requisitos y condiciones para la emisión y 
colocación de los bonos que se emitan en desarrollo de lo aquí previsto, los cuales deberán 
promover su homogeneidad y liquidez. En todo caso, los bonos a que se refiere el presente 
artículo serán desmaterializados y podrán negociarse a través de las Bolsas de Valores. 
 
Nota: Respecto del artículo 9 de la Ley 546 de 1999 la expresión “expresadas en UVR” fue declarada 
exequible. Corte Constitucional. M.P. Marco Gerardo Monroy Cabra. Sentencia C–1192 del 15 de noviembre 
de 2001. Exp. D–3476. 
 
Ley 546/99 
Art. 12. Titularización de cartera hipotecaria. Los establecimientos de crédito y las 
entidades descritas en el artículo 1° de la presente ley podrán emitir títulos representativos 
de créditos otorgados para financiar la construcción y la adquisición de vivienda, 
incluyendo sus garantías o títulos representativos de derechos sobre los mismos y sobre 
las garantías que los respaldan, cuando tengan como propósito enajenarlos en el mercado 
de capitales. Dichos títulos sólo contarán, de parte de los respectivos emisores, con las 



garantías o compromisos respecto de la administración y el comportamiento financiero de 
los activos, que se prevean en los correspondientes reglamentos de emisión. 

 
Los establecimientos de crédito podrán otorgar garantías a los títulos representativos de 
proyectos inmobiliarios de construcción. 
 
Los establecimientos de crédito también podrán transferir sus créditos, incluyendo las 
garantías o los derechos sobre los mismos y sus respectivas garantías, a sociedades 
titularizadoras, a sociedades fiduciarias en su calidad de administradoras de patrimonios 
autónomos o a otras instituciones autorizadas por el Gobierno Nacional, con el fin de que 
éstas emitan títulos, en las condiciones previstas en el presente artículo, para ser 
colocadas entre el público. 
 
Cuando en desarrollo de esta autorización se movilicen activos de manera directa o se 
transfieran para su posterior movilización, se entenderá que los activos transferidos no se 
restituirán al patrimonio del originador ni al del emisor, en los casos en que éste se 
encuentre en concordato, liquidación, o cualquier otro proceso de naturaleza concursal. 
 
La Superintendencia de Valores señalará los requisitos y condiciones para la emisión y 
colocación de los diferentes títulos que se emitan en desarrollo de lo aquí previsto, los 
cuales deberán promover su homogeneidad y liquidez. En todo caso, los títulos a que se 
refiere el presente artículo serán desmaterializados. 
 
Parágrafo. La cesión de cualquier crédito, garantía o derecho sobre los mismos, que se 
realice para movilizar activos financieros en desarrollo de lo dispuesto en el inciso primero 
del presente artículo, no producirá efectos de novación y sólo requerirá para 
perfeccionarse que se dé cumplimiento a lo dispuesto en el artículo 15 de la Ley 35 de 
1993, o en la norma que lo sustituya o modifique, y a sus reglamentos. La 
Superintendencia Bancaria tendrá, respecto de los procesos de movilización de activos a 
que se refiere el presente artículo, las facultades previstas en el último inciso de dicha 
norma. 
 
Circular Externa 007 de 1996. Básica Jurídica. Superintendencia Bancaria. Título II, 
Capítulo I. Instrucciones generales relativas a las operaciones activas de crédito comunes a 
los establecimientos de crédito.  
 
Véase además: 
 
L. 510/99, art. 117. Inversiones en sociedades de inversión colectiva.  
D. 2396/00, art. 1º. Operaciones con derivados. 
D. 21/01, art. 1°. Inversiones de los establecimientos de crédito, las sociedades de 
servicios financieros y las sociedades de capitalización en sociedades de servicios técnicos 
y administrativos. 
D. 332/01, art. 1°. Objeto del contrato de ahorro programado para la compra de vivienda 
con derecho real de habitación.  
D. 611/01. Autoriza una operación nueva a los establecimientos de crédito.  
D. 2782/01. Reglamenta parcialmente el artículo 30 de la Ley 546 de 1999. 

 


